
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / QUE EL ASUNTO TENGA RELEVANCIA CONSTITUCIONAL / NO SE CUMPLE EN ESTE CASO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (…)

… la Sala que el amparo se pueda abrir paso, ya que uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, a la luz de lo decantado por la jurisprudencia constitucional, como podría leerse en las  sentencias antes mencionadas (T-022 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, que refieren la C-590 de 2005), consiste en que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional. 

Y se afirma que el asunto carece de relevancia constitucional, por cuanto si todo se reduce a la aflicción que le causa la denominación que de sus memoriales hizo la secretaria del Juzgado encartado, el mismo demandante tiene expedito el camino para acudir ante las autoridades que estime competentes, con el fin de que se tomen las medidas disciplinarias del caso. 

Pero, más que eso, sucede que “recortes” de papel, a términos de la RAE, en una de sus acepciones, son “Porciones excedentes que por medio de un instrumento cortante se separan de cualquier materia trabajada hasta reducirla a la forma que conviene.”. Ni más ni menos, es lo que pasa con el ahora accionante, que en reducidas porciones de papel, acostumbra presentar sus memoriales antes los diferentes despachos judiciales. Así que el calificativo que se le da, es el que le corresponde dentro de la semántica. Con lo cual, ninguna alteración de su dignidad personal puede presentarse, si a lo que presenta, se le llama por la nominación que en la lingüística le corresponde.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo cuatro del dos mil diecinueve 
Expediente 66001-22-13-000-2019-00071-00
Acta N° 68 del 4 de marzo del 2019
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a las que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, incoa esta acción de envergadura constitucional contra el despacho judicial en cita, por la presunta violación de los derechos que enuncia como “13, 29, 83 CN”. 

Narra en su escrito que actúa en la acción popular “2018-818 donde el juez, profiere auto, fechado 7 de diciembre de 2018 y tilda mi memorial como RECORTE DE PAPEL (…) Adem[á]s de ello, el aquo, remite a quien corresponda a fin q se de aplica[c]i[ó]n del art 84 ley 472 de 1998, no informa a la comunidad a través de la p[á]gina web, link avisos a la comunidad, tal como lo hace la CSJ SCC, el TSSCF de PEREIRA y los juzgados civiles circuitos”.
Como consecuencia de ello, pide ordenar al Juzgado (i) abstenerse de llamar a sus memoriales o recursos recortes de papel; (ii) notificar inmediatamente la demanda a la entidad accionada de manera personal; (iii) informar sobre la existencia de la acción popular por medio de la página web de la rama judicial; (iv) aceptar su desistimiento a voluntad por la inaplicación del despacho del artículo 5° de la ley 472 de 1998 y, en consecuencia, que remita a quien corresponda la aplicación del artículo 84 de la ley 472 de 1998, para que “no sea letra muerta”.
Se ordenó dar trámite al resguardo con las citadas vinculaciones y del juzgado encartado se solicitó la remisión de las copias procesales que estimara pertinentes para su resolución.
La profesional adscrita a la oficina jurídica de la Defensoría del Pueblo, informó que el accionante en precedencia elevó otra acción de tutela contra la misma acción popular, a la que le correspondió el radicado “2019-00001-00”; por otra parte presentó una ilustración en torno a la competencia de dicha cartera en el trámite de las acciones populares y precisó que en el concreto caso del proceso cuestionado, el 18 de febrero anterior se solicitó a la Contadora del Fondo para la Defensa de Derechos e Intereses Colectivos la expedición del Certificado de Disponibilidad Presupuestal correspondiente a la comunicación a la comunidad deprecada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local. Corolario de ello estimó que la Defensoría del Pueblo no ha lesionado ningún derecho fundamental del actor, solicitó, en consecuencia su desvinculación. 
Compareció el municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial y se atuvo a lo probado en este trámite.

El Procurador Regional de Risaralda, manifestó que su función está encaminada a la defensa y protección de los derechos colectivos, situación que será verificada en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso. 

El Juzgado accionado remitió las copias solicitadas y dio cuenta de las demandas a las que hizo alusión el libelista.
CONSIDERACIONES
Preliminarmente se aclara que si bien en precedencia el accionante inició una acción de tutela contra la misma acción popular, lo cierto es que, al verificar los archivos digitales del despacho, pudo constatarse que en esta ocasión su principal queja se origina en hechos totalmente ajenos a los exhibidos en aquella.

Con esa claridad se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



El señor Arias Idárraga acude a esta especial senda constitucional en razón a que el juez llama “recorte de papel” a un memorial que presentó en la acción popular a la que hizo referencia en su escrito, situación que a su juicio, transgrede sus derechos fundamentales. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Es relevante poner de presente que la denuncia del actor se aleja de la realidad, en la medida en que de los anexos remitidos por el juzgado encartado, claramente se observa que no es el funcionario el que llama recorte de papel a su memorial, dicha denominación aparece en la constancia secretarial por medio de las cuales la empleada encargada pasa ese escrito al despacho del titular del juzgado para que sea resuelto
.





Solo esa situación sería suficiente para despachar desfavorablemente el amparo; así es, porque si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es diferente a lo que realmente aconteció en el proceso que mencionó en su escrito; de manera que las quejas obedecen a situaciones que no han ocurrido, según viene de precisarse, por lo que tendría que denegarse el amparo.




Sin embargo, pasando por alto ese desatino, lo cierto es que no advierte la Sala que el amparo se pueda abrir paso, ya que uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela, a la luz de lo decantado por la jurisprudencia constitucional, como podría leerse en las  sentencias antes mencionadas (T-022 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, que refieren la C-590 de 2005), consiste en que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional. 

  



Y se afirma que el asunto carece de relevancia constitucional, por cuanto si todo se reduce a la aflicción que le causa la denominación que de sus memoriales hizo la secretaria del Juzgado encartado, el mismo demandante tiene expedito el camino para acudir ante las autoridades que estime competentes, con el fin de que se tomen las medidas disciplinarias del caso. 
  



Pero, más que eso, sucede que “recortes” de papel, a términos de la RAE, en una de sus acepciones, son “Porciones excedentes que por medio de un instrumento cortante se separan de cualquier materia trabajada hasta reducirla a la forma que conviene.”. Ni más ni menos, es lo que pasa con el ahora accionante, que en reducidas porciones de papel, acostumbra presentar sus memoriales antes los diferentes despachos judiciales. Así que el calificativo que se le da, es el que le corresponde dentro de la semántica. Con lo cual, ninguna alteración de su dignidad personal puede presentarse, si a lo que presenta, se le llama por la nominación que en la lingüística le corresponde. 




Son innecesarias adicionales consideraciones para despachar la improcedencia del amparo, en lo que atañe con esa solicitud, como en efecto se hará. 

Por otra parte, de entrada advierte la Sala la improcedencia de las demás pretensiones invocadas en la acción de tutela y que tienden a que se ordene al Juzgado (ii) notificar inmediatamente la demanda a la entidad accionada de manera personal; (iii) informar sobre la existencia de la acción popular por medio de la página web de la rama judicial; (iv) aceptar su desistimiento a voluntad por la inaplicación del despacho del artículo 5° de la ley 472 de 1998 y, en consecuencia, que remita a quien corresponda la aplicación del artículo 84 de la ley 472 de 1998, para que “no sea letra muerta”.

Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Y es que, como lo deja ver la copia del expediente arrimado
, no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya formulado al Juzgado las peticiones que por este medio enlista; con detenimiento la Sala observó cada uno de los archivos contenidos en el expediente digitalizado, sin que se observara en el cartulario alguna solicitud al juzgado para que notifique de manera inmediata, personalmente, a la entidad demandada o informe a la comunidad sobre la existencia de la acción popular a la comunidad por medio de la página web de la rama judicial o para que acepte su desistimiento de la demanda.

Y no se piense que algunas de esas peticiones están contenidas en la demanda misma, porque allí lo que solicitó fue que a cargo de la entidad demandada se hiciera la publicación de que trata el artículo 21 de la ley 472 de 1998 y que la notificación de la demanda a la accionada se realizara por medio de su correo electrónico
, reclamos que evidentemente distan de los planteados ahora y que fueron resueltos por el juzgado mediante el proveído con el cual admitió la demanda y contra el cual no se presentó recurso alguno
.
Así que solo a partir de las gestiones que en tal sentido adelante el demandante y acorde con lo que suceda en torno a ellas, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 

Además, si lo que se quiere con esta demanda es que el juzgado impulse el trámite de la acción popular de la referencia, procurando la notificación personal de la entidad demandada y la comunicación a la comunidad prevista en el artículo 21 de la ley 472 de 1998, lo cierto es que el despacho desde el auto mediante el cual admitió la demanda dispuso lo pertinente para el efecto. 

En ese sentido ordenó: 

“(…) se ordena por secretaría se oficie al Fondo Para la defensa de los Derechos Colectivos, para que en el término máximo e improrrogable de diez (10) días, contados a partir de la entrega de la comunicación, proceda con la publicación de que trata el artículo 21 de la ley 472 de 1998 y procure la notificación personal de la entidad accionada Banco BBVA. “

Gestión que, luego de que el juzgado emitiera los oficios pertinentes, en la actualidad aguarda para su materialización, que el área de Contabilidad del Fondo para la Defensa de Derechos e Intereses Colectivos, realice lo correspondiente frente a una solicitud que le fue formulada el 18 de febrero anterior, para que emita el Certificado de Disponibilidad Presupuestal, ocurrido lo cual, se efectuará el pago correspondiente en favor del Juzgado para la realización de las notificaciones del caso, tal como fue informado por la Defensoría del Pueblo
.

Esa circunstancia se aúna a las expuestas en líneas anteriores y ratifica la improsperidad del resguardo que se invoca, como quiera que, además de que lo pretendido está en trámite, ningún recurso ha intentado el accionante contra los proveídos que así lo han dispuesto. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.

Por lo expuesto se declarará la anunciada improcedencia y se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
 



Se absuelve a los demás citados al trámite. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


        DUBERNEY GRISALES HERRERA  








        Aclaración de voto
� Sentencia C-543-92


� Pág. 28 del archivo denominado “RD TUTELA 2019-0071 RD 2018-818-00 A. POPULAR” contenido digitalmente en el disco compacto visible a folio 24v.


� El expediente digitalizado está contenido en el archivo denominado “RD TUTELA 2019-0071 RD 2018-818-00 A. POPULAR” del disco compacto visible a folio 24v.


� Pág. 4 Ibídem.


� Pág. 28 Ibídem.


� Pág. 29 Ibídem


� F. 11
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